ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / CRITERIOS PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / FINALIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / PRETENSIONES DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / OBJETO DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / DAÑO CAUSADO A MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA / DAÑO CAUSADO A MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA FUERA DEL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES / ARMAS DE FUEGO / MUERTE DE MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA
La acción de reparación directa es la procedente para resolver el conflicto planteado, dado que lo que se pretende es la indemnización de los perjuicios sufridos por la cónyuge y los parientes del agente de la Policía (…), quien falleció mientras cumplía una misión oficial, como consecuencia de la lesión producida por arma de fuego, daño que se atribuye a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional. 

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / CONTEO DE LOS TÉRMINOS DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / CÓMPUTO DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / DAÑO CAUSADO A MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA / DAÑO CAUSADO A MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA FUERA DEL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES / ARMAS DE FUEGO / MUERTE DE MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA / INOPERANCIA DE LA CADUCIDAD DE LA ACCIÓN / INEXISTENCIA DE LA CADUCIDAD DE LA ACCIÓN / IMPROCEDENCIA DE LA CADUCIDAD DE LA ACCIÓN

Dado que las pretensiones formuladas en ejercicio de la acción de reparación directa están orientadas a obtener la indemnización de los perjuicios sufridos por la demandante como consecuencia de la muerte del agente de la policía (…), hecho ocurrido el 12 de febrero de 1998. Por lo tanto, la demanda presentada el 13 de septiembre de 1999, lo fue dentro de los dos años previstos en el numeral 10 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, tal como fue modificado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998. 

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 136 NUMERAL 8 / LEY 446 DE 1998 - ARTÍCULO 44 
ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / DAÑO CAUSADO A MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA / DAÑO CAUSADO A MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA FUERA DEL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES / MISIÓN DE LA POLICÍA NACIONAL / DAÑO SUFRIDO POR MIEMBROS VOLUNTARIOS DE LA FUERZA PÚBLICA / ARMAS DE FUEGO / MUERTE DE MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA / MUERTE DE MIEMBROS DE LA POLICÍA NACIONAL / MUERTE EN LA ACTIVIDAD POLICIAL / ATAQUE CONTRA MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA / ATAQUE GUERRILLERO / ATAQUE POR GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / DAÑO CAUSADO POR HECHO DEL TERCERO / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO / VÍCTIMA DE HECHOS VIOLENTOS / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR MUERTE DE AGENTE DE LA FUERZA PÚBLICA / MUERTE DEL AGENTE DE POLICÍA / ACTIVIDAD POLICIAL / SERVICIO POLICIAL / SERVICIO DE LA POLICÍA NACIONAL / RIESGO DEL SERVICIO POLICIAL / RIESGO PROPIO DEL SERVICIO / CONFIGURACIÓN DEL RIESGO PROPIO DEL SERVICIO / ACTO DEL SERVICIO / ORDEN MILITAR / FALLA DEL SERVICIO / PROTECCIÓN DEL AGENTE DE POLICÍA / AUSENCIA DE FALLA DEL SERVICIO / AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR FALLA DEL SERVICIO / INEXISTENCIA DE LA FALLA DEL SERVICIO / INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR FALLA DEL SERVICIO / NEGACIÓN DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA / NEGACIÓN DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / CONFLICTO ARMADO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / CONFLICTO ARMADO INTERNO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA
Está probado que el agente (…) falleció mientras se hallaba cumpliendo una misión oficial, que consistió en trasladarse, junto con el patrullero (…), quien para el momento de los hechos se desempeñaba como “jefe de la oficina de asuntos disciplinarios del distrito”, según oficio expedido por el comandante del cuarto distrito de policía de Duitama (…), a la estación de policía de El Cardón a llevar unas provisiones a los agentes que prestaban allí sus servicios. (…) La muerte del agente (…) se atribuye a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, a título de falla del servicio, porque se afirma que por las condiciones en las que se ordenó cumplir la misión se expuso al agente a un riesgo que no estaba en el deber de asumir. Ha considerado la Sala que las personas que ejercen funciones de alto riesgo relacionadas con la defensa y seguridad del Estado, como los militares y los agentes de policía, deben soportar los daños que constituyan materialización de los riesgos inherentes a la misma actividad y que sólo habrá lugar a su reparación integral cuando la causa de los mismos sea constitutiva de falla del servicio, o cuando se somete al funcionario a un riesgo excepcional, diferente o mayor al que deban afrontar sus demás compañeros. En todo caso, el funcionario y quienes hayan sufrido perjuicio con el hecho tendrán derecho a las prestaciones e indemnizaciones previamente establecidas en el ordenamiento jurídico (a forfait). (…) De acuerdo con los informes oficiales relacionados con la ocurrencia del hecho, (…) el agente de la policía (…) fue enviado por sus superiores jerárquicos, en compañía del patrullero (…), a llevar provisiones a la estación del Cardón, vestido de civil, en un vehículo con apariencia de ser privado, sin armas de dotación oficial ni escolta. (…) Considera la Sala que las circunstancias en las cuales se envió al agente a prestar sus servicios no constituyen en sí mismas una falla del servicio. El hecho de que el agente fuera desarmado o sin escolta de otros miembros de la Policía fue una estrategia adoptada por la institución con el fin de que los agentes pasaran inadvertidos ante los grupos subversivos, opción que, antes bien, permitió al patrullero (…) salvar su vida. Del testimonio rendido por las señoras (…) y del patrullero (…) se concluye que la muerte del agente (…), causada por los hombres armados y uniformados que al parecer hacían parte de un grupo subversivo, no tuvo como motivación el hecho de que él fuera agente de la policía, sino el de no haber detenido su marcha al encontrarse con el obstáculo que estos habían dejado sobre la vía. Por lo tanto, no hay lugar a inferir que el hecho de que este no portara el uniforme oficial hubiera tenido una incidencia negativa en el resultado. Por el contrario, la carencia de dicho uniforme y de arma de dotación, así como el hecho de viajar en un vehículo con apariencia de ser particular fueron circunstancias que permitieron al patrullero (…) hacerse pasar por un estudiante de derecho, ocultando su pertenencia a la policía nacional. Él mismo narró que el autor del disparo que segó la vida del agente (…) le manifestó “que con la gente de civil no se metían y que podíamos seguir nuestro camino”, lo cual demuestra que las instrucciones dadas por los superiores jerárquicos del comandante del cuarto distrito de policía de Duitama fueron acertadas. La carencia de armas de fuego de dotación oficial a los miembros de la comitiva oficial tampoco incidió negativamente en la producción del daño. De acuerdo con el desarrollo de los acontecimientos, descrito por quienes lo padecieron, el ataque de los presuntos subversivos fue sorpresivo y no tenía propósito distinto al de detener el vehículo, por lo que no resulta posible afirmar que la víctima y el patrullero (…) hubieran tenido la posibilidad de evitar el daño sufrido por el primero, de haber llevado estas armas de dotación. En cuanto al acompañamiento de escoltas, tampoco puede asegurarse en abstracto cuál era el número de agentes que debió integrar la caravana, gracias a los cuales se hubiera evitado el daño. Debe tenerse en cuenta que de acuerdo con el testimonio rendido por el señor (…), en el mismo sitio donde ocurrió la muerte del agente (…), se había producido dos o tres años atrás un ataque a una caravana integrada por tres vehículos debidamente armados y equipados, hecho en el cual fallecieron 7 agentes. De lo anterior se infiere que la estrategia de desplazarse en un grupo mayor no necesariamente garantiza la protección de los agentes que deban cumplir una misión. En síntesis, de acuerdo con lo probado en el expediente, el daño sufrido por el agente (…) fue causado por tercero, sin que el mismo sea atribuible a la entidad demandada, en cuanto no pueden juzgarse a priori como constitutivas de falla del servicio las instrucciones dadas al agente para desplazarse vestido de civil, sin portar armas de dotación, en un vehículo con apariencia de particular y solo acompañado por un patrullero inerme. Cabe señalar que no corresponde a la Sala determinar cuáles eran las instrucciones idóneas que debieron impartirse al agente (…) para el cumplimiento de la misión encomendada, por cuanto esas decisiones son de la esfera exclusiva de quienes comandan las operaciones de protección y defensa de las personas. Lo que sí corresponde a la Sala es juzgar a posteriori la idoneidad de esas instrucciones, teniendo en consideración las circunstancias particulares del caso, acreditadas en el proceso (…). En consecuencia, la muerte del agente (…) se produjo en nexo con el servicio que estaba prestaba en la Policía Nacional y corresponde a la materialización de los riesgos que la víctima había asumido voluntariamente, sin que se hubiera demostrado en el proceso que la entidad demandada lo sometió a riesgos superiores a aquellos que debían enfrentar las personas que desempeñaban idéntica labor. Es decir, no está probada la falla del servicio que se imputa a la entidad demanda y, en consecuencia, la sentencia proferida por el Tribunal a quo será revocada y, en su lugar, se negarán las pretensiones de la demanda. 

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños ocasionados a las personas que ejercen funciones de alto riesgo relacionadas con la defensa y seguridad del Estado, consultar providencias 5 de diciembre de 2006, Exp, 20621, C.P. Ruth Stella Correa Palacio; de 10 de agosto de 2005, Exp. 16205, C.P. María Elena Giraldo Gómez; de 26 de mayo de 2010, Exp. 19900, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B

Consejero ponente: RAMIRO DE JESÚS PAZOS GUERRERO

Bogotá D. C., treinta (30) de julio de dos mil quince (2015).
Radicación número: 15001-23-31-000-1999-01472-01(30490)
Actor: LUIS GABRIEL GÓMEZ LÓPEZ Y OTROS
Demandado: NACIÓN–MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la entidad demandada en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Boyacá, el 12 de febrero de 2004, mediante la cual se accedió a las pretensiones de la demanda. La sentencia será revocada. 

SÍNTESIS DEL CASO

El agente de la policía Jaime de Jesús Gómez Parra, quien prestaba sus servicios en el municipio de Duitama, Boyacá, salió de dicho municipio, en compañía del patrullero Roberto Quintero Siachoque y otras personas, por orden de sus superiores, con destino al municipio de Socha o Socotá, de ese mismo departamento, con el fin de llevar provisiones a los agentes que custodiaban una estación repetidora y otros elementos de interés nacional en el sitio denominado Cardón. Cumplida esa misión y otras que les fueron encomendadas, se dispusieron a regresar a Duitama, pero en el sitio conocido como Los Pinos encontraron unas piedras sobre la vía, lo cual obligó al conductor del camión a reducir la velocidad, momento en el cual fueron atacados con armas de fuego, hecho en el cual falleció el agente Gómez Parra.  

ANTECEDENTES

1. Mediante escrito presentado ante el Tribunal Administrativo de Boyacá, el 13 de septiembre de 1999 (f. 17-25 c-1), y corregido el 18 de febrero de 2000 (f. 30-31 c1)
 la señora Mery Zoraida Estupiñán, actuando en nombre propio y en representación de sus hijos menores de edad Zoraida Lisseth Gómez Estupiñán y Edgar Ferney Gómez Estupiñán, y además, los señores Carlos Arturo Gómez Estupiñán, Jaime Yesidt Gómez Estupiñan, Luis Gabriel Gómez López, Rosa Elena Parra Pérez, Gloria Estela Gómez Parra, Blanca Aurora Gómez Parra, Luis Enrique Gómez Parra y Ana Victoria Gómez Parra presentaron demanda de reparación directa en la que solicitaron que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas:

PRIMERA: Declarar a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL y POLICÍA NACIONAL, en forma solidaria, administrativa y extracontractualmente responsable de la muerte de JAIME DE JESÚS GÓMEZ PARRA ocurrida el día 12 de febrero de 1998, en el municipio de Socotá o de Socha (Boyacá).

SEGUNDA: Condenar a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL y POLICÍA NACIONAL, en forma solidaria, administrativa y extracontractualmente a pagar a cada uno de los demandantes, a título de perjuicios morales, el equivalente en pesos colombianos de las siguientes cantidades de oro fino, según el precio internacional certificado por el Banco de la República a la fecha de la ejecutoria de la sentencia de segunda instancia:

1º Para MERY ZORAIDA ESTUPIÑÁN, ZORAIDA LISSETH GÓMEZ ESTUPIÑÁN, EDGAR FERNEY GÓMEZ ESTUPIÑÁN, CARLOS ARTURO GÓMEZ ESTUPIÑÁN y JAIME YESIDT GÓMEZ ESTUPIÑAN mil gramos (1.000 grs), para cada uno de ellos como víctimas y en su condición de cónyuge sobreviviente e hijos legítimos del extinto JAIME DE JESÚS GÓMEZ PARRA.

2º. Para GLORIA ESTELA GÓMEZ PARRA, BLANCA AURORA GÓMEZ PARRA, LUIS ENRIQUE GÓMEZ PARRA y ANA VICTORIA GÓMEZ PARRA, quinientos (500) gramos para cada uno de ellos, en su condición de víctimas y hermanos del extinto JAIME DE JESÚS GÓMEZ PARRA.

3º Para LUIS GABRIEL GÓMEZ LÓPEZ y ROSA ELENA PARRA PÉREZ, mil gramos (1.000 grs), como víctima, en su condición de padres de JAIME DE JESÚS GÓMEZ PARRA.

TERCERA: Condenar a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL y POLICÍA NACIONAL, en forma solidaria a pagar a favor de MERY ZORAIDA ESTUPIÑÁN, ZORAIDA LISSETH GÓMEZ ESTUPIÑÁN, EDGAR FERNEY GÓMEZ ESTUPIÑÁN, CARLOS ARTURO GÓMEZ ESTUPIÑÁN y JAIME YESIDT GÓMEZ ESTUPIÑAN los perjuicios materiales causados por la muerte de su esposo y padre JAIME DE JESÚS GÓMEZ PARRA, teniendo para tal efecto las siguientes bases de liquidación: 

1º Un salario de  UN MILLÓN TRESCIENTOS VEINTIDÓS MIL CIENTO CINCUENTA PESOS CON CINCUENTA Y SIETE CENTAVOS ($1.322.150,57), mensuales, reconocidos todos los factores salariales del último mes de sueldo del policial JAIME DE JESÚS GÓMEZ PARRA, así: a) sueldo básico para el grado: TRESCIENTOS CUARENTA Y SIETE MIL TRESCIENTOS SESENTA Y UN PESOS ($347.361); b) Subsidio de alimentación DIECISIETE MIL SEISCIENTOS TRES PESOS ($17.603); c) subsidio de transporte: VEINTE MIL SETECIENTOS PESOS ($20.700); d) subsidio familiar: CIENTO CUARENTA Y NUEVE MIL TRESCIENTOS SESENTA Y CINCO PESOS CON VEINTITRÉS CENTAVOS ($149.365,23); e) Prima de antigüedad: CINCUENTA Y CINCO MIL QUINIENTOS SETENTA Y SIETE PESOS CON SETENTA Y SEIS CENTAVOS ($55.577,76); prima de actividad: CIENTO TREINTA Y OCHO MIL NOVECIENTOS CUARENTA Y CUATRO PESOS CON CUARENTA CENTAVOS; g) bonificación de buena conducta: DIECISIETE MIL TRESCIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS CON CINCO CENTAVOS ($17.368,05); h) prima de servicios: TRESCIENTOS ONCE MIL DOSCIENTOS DIECISEIS PESOS CON CUARENTA CENTAVOS ($311.216,40); f) prima de vacaciones: DOSCIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL NOVECIENTOS SETENTA Y TRES PESOS CON DOCE CENTAVOS ($248.973,12), para un total de UN MILLÓN TRESCIENTOS VEINTIDÓS MIL CIENTO CINCUENTA PESOS CON CINCUENTA Y SIETE CENTAVOS ($1.322.150,57).

2º La edad 39 años, 11 meses, 15 días para JAIME DE JESÚS GÓMEZ PARRA; la edad 39 años, 11 días para la esposa MERY ZORAIDA ESTUPIÑÁN; la edad de sus hijos legítimos: la edad de 18 años y 11 días de JAIME YESIDT GÓMEZ ESTUPIÑÁN, la edad de 16 años, 10 meses y 28 días de CARLOS ARTURO GÓMEZ ESTUPIÑÁN, la edad de 11 años 10 meses y 10 días de ZORAIDA LISSETH GÓMEZ ESTUPIÑÁN, y la edad de 3 meses y 23 días de EDGAR FERNEY GÓMEZ ESTUPIÑÁN, y el cálculo de vida probable de JAIME DE JESÚS GÓMEZ PARRA.

3º. Actualizada la condena según la variación porcentual del índice de precios al consumidor, certificado por el DANE, existente entre el 12 de febrero de 1998 y el que exista cuando se produzca el fallo de segunda instancia. 

4º. Las fórmulas de matemáticas financieras aceptadas por el CONSEJO DE ESTADO, teniendo en cuenta además la indemnización debida o consolidada y la futura.

Las pretensiones anteriores se fundamentan en los siguientes hechos:

-El 12 de febrero de 1998, los agentes de la policía Jaime de Jesús Gómez Parra y Roberto Quintero Siachoque, por orden de sus superiores, salieron del municipio de Duitama, Boyacá, con destino al municipio de Socha o Socotá, de ese mismo departamento, con el fin de llevar provisiones, tales como alimentos y combustible, a los agentes que custodiaban una estación repetidora y otros elementos de interés nacional en el sitio denominado Cardón. Cumplida esa misión y otras que les fueron encomendadas, se dispusieron a regresar a Duitama, pero en el sitio conocido como Los Pinos encontraron unas piedras sobre la vía, lo cual obligó al conductor del camión a reducir la velocidad, momento en el que fueron atacados por varios hombres armados, quienes les dispararon con armas de fuego, causándole la muerte al agente Gómez Parra. 

Según la demanda, ese hecho es imputable a la entidad pública porque el agente fue forzado a cambiar sus actividades diarias, vestirse de civil, conducir un vehículo aparentemente de servicio particular, para desplazarse sin escolta y desprovisto de armas que le permitieran confrontar un ataque de la guerrilla, a una zona de permanente perturbación del orden público, o zona roja, es decir, en ausencia total de cualquier medida de carácter preventivo, orientada a proteger su vida. 

2. La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional dio respuesta oportuna a la demanda (f. 46-47 c-1). Se opuso a sus pretensiones. Manifestó que: (i) el cuerpo de policía existe, por mandato constitucional, para garantizar la seguridad de todas las personas; (ii) dado que en la demanda se imputa el daño a la administración con fundamento en una falla del servicio, deberá probarse la existencia de un comportamiento irregular de la autoridad, que haya dado lugar al daño, y (iii) en este caso no puede atribuirse responsabilidad a la entidad pública porque el daño, por cuya indemnización se reclama, fue causado por un tercero y así lo acepta el demandante al narrar los hechos. 

3. El Tribunal Administrativo de Boyacá, decidió acceder a las pretensiones de la demanda (f. 77-108 c-1). La parte resolutiva de la sentencia impugnada es la siguiente: 

PRIMERO: Declarar no probada la causal exculpativa denominada ‘hecho de un tercero’, propuesta por el señor apoderado de la parte demandada, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: Declarar a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL responsable administrativa y extracontractualmente por los perjuicios de orden moral causados a los señores LUIS GABRIEL GÓMEZ LÓPEZ y ROSA ELENA PARRA PÉREZ (padres) y GLORIA ESTELA GÓMEZ PARRA, BLANCA AURORA GÓMEZ PARRA, LUIS ENRIQUE GÓMEZ PARRA y ANA VÍCTORIA GÓMEZ PARRA (hermanos), con ocasión de la muerte del agente JAIME DE JESÚS GÓMEZ PARRA, acaecida el 12 de febrero de 1998, en inmediaciones del sitio denominado ‘Los Pinos’, jurisdicción del municipio de Socotá (Boyacá).

TERCERO: Como consecuencia de la anterior declaración, condenar a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL a pagar a los demandantes citados en el numeral anterior los perjuicios morales causados en la siguiente proporción:

A los padres del occiso:

LUIS GABRIEL GÓMEZ LÓPEZ y ROSA ELENA PARRA PÉREZ, el equivalente a cien (100) salarios mínimos legales vigentes, a la fecha de ejecutoria del presente fallo.

A los hermanos del occiso:  

GLORIA ESTELA, BLANCA AURORA, LUIS ENRIQUE Y ANA VICTORIA GÓMEZ PARRA, de manera también conjunta el equivalente a cien (100) salarios mínimos legales vigentes para la fecha en que quede ejecutoriado el presente fallo, y que serán distribuidos a prorrata entre ellos.

CUARTO: Abstenerse de condenar a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL al reconocimiento y pago de perjuicios morales o materiales a la viuda del agente JAIME DE JESÚS GÓMEZ PARRA, señora MERY ZORAIDA ESTUPIÑÁN y a sus hijos CARLOS ARTURO, JAIME YESIDT, ZORAIDA LISSETH y EDGAR FENEY, por cuanto dichos perjuicios les fueron reconocidos mediante Resolución 00248 del 7 de abril de 1998 a título de indemnización predeterminada o a forfait, en monto de $63.726.081,04.

QUINTO: Ordenar a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL restituir a la señora MERY ZORAIDA ESTUPIÑÁN, en su calidad de cónyuge, y a sus hijos CARLOS ARTURO, JAIME YESIDT, ZORAIDA LISSETH y EDGAR FENEY, la suma de $9.546.822,18, que les fue deducida de la indemnización por concepto de prestaciones (cesantías), junto con la correspondiente indexación, a partir del 7 de abril de 1998, hasta cuando el presente fallo cobre ejecutoria, aplicando para el efecto la fórmula aprobada por el Consejo de Estado, en atención a las consideraciones hechas en la parte motiva de esta providencia. 

Consideró el a quo que la entidad demandada es responsable del daño porque tenía conocimiento de que la zona donde ocurrió el hecho era de orden público y, por lo tanto, era perfectamente previsible el ataque a las autoridades militares y de policía. Las medidas adoptadas por la institución para preservar la vida de los agentes resultaron insuficientes, dado lo peligroso del sector, la carencia de escoltas y de armas, que le permitieran a los ocupantes del vehículo repeler el ataque en condiciones proporcionales. Además, señaló que en el proceso obran pruebas que demuestran con suficiencia que el vehículo en el cual se desplazaba la víctima pertenecía a la Policía Nacional.  

A juicio del a quo, el hecho no es atribuible a la propia víctima, al no atender la orden de pare dada por los subversivos, como lo alegó la entidad demandada, porque lo cierto es que los testigos coinciden al afirmar que el ataque armado se produjo en el momento en que el agente Gómez Parra redujo la velocidad del vehículo al llegar al sitio donde las piedras ocupaban la vía, y aunque hubiera detenido el vehículo, su suerte habría sido la misma, porque quienes los atacaron manifestaron que no afectarían a los civiles, pero los agentes sí constituían objetivo militar, razón por la cual el agente Siachoque, que lo acompañaba se vio obligado a ocultar su verdadera identidad y huir en un camión que pasaba por el sector. 

En relación con el valor de las indemnizaciones que debían pagarse a los demandantes, señaló que estaba demostrado que a la cónyuge e hijos del agente Gómez Parra se les reconoció una pensión mensual por $419.659,22, a partir del 13 de febrero de 1998, de conformidad con el artículo 174 del Decreto 1212 de 1990; además, se liquidaron las cesantías y la indemnización predeterminada por un valor total de $63.726.031.04, suma de la cual se descontaron por $9.546.822,18 correspondientes a las cesantías. Consideró el a quo que no había lugar a descontar esa suma, porque, conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, las indemnizaciones a forfait, que cubren los casos de muerte o lesiones de quienes se encuentren en servicio activo, y aquellas que reparan un daño antijurídico atribuible a la entidad demandada, tenían una fuente diferente. Por lo tanto, ordenó reconocer a los demandantes la suma descontada, debidamente indexada, pero se abstuvo de proferir nueva condena por perjuicios materiales y morales a favor de la cónyuge e hijos del fallecido, por considerar que estas indemnizaciones tenían idéntica causa e implicarían, por lo tanto, un enriquecimiento sin causa, lo cual generaría un detrimento del patrimonio público. En cambio, sí ordenó la indemnización por el daño moral a favor de los padres y hermanos del señor Jaime de Jesús Gómez Parra, quienes se abstuvieron de acudir ante la Policía Nacional para reclamar la reparación del daño que sufrieron.       

4. La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional interpuso recurso de apelación contra la sentencia (f. 115-121 c-1). Adujo que durante el desarrollo del proceso, la parte demandada se esforzó por demostrar que el daño obedeció al hecho exclusivo y determinante de un tercero e insiste en esa causal de exoneración, la cual -señala- debe ser evaluada en su debida dimensión y dando alcance a la interpretación que de ella se desprenda, para tener aplicación en el caso concreto. 

Manifestó que uno de los elementos constitutivos de la causal de exoneración por el hecho de un tercero es el factor de imprevisibilidad en la generación del daño. Para el a quo, la entidad actuó con falta de previsión de un resultado previsible, o que habiéndolo previsto confió en poder evitarlo, a pesar de las escasas medidas adoptadas para el cumplimiento de la misión. No obstante, las pruebas que obran en el expediente demuestran que: (i) la actuación del tercero, ajeno a la administración, fue causa exclusiva y determinante del daño. En la misma sentencia que se recurre se afirmó que el daño se produjo por la actuación de un grupo demencial al margen de la ley y, en efecto, se trató de un ataque promovido por insurgentes, que dispararon sin justificación contra el vehículo en el que viajaban los agentes y otras personas; (ii) esa fue la única causa determinante en la producción del daño. El agente Gómez Parra recibió un disparo en la cabeza que le causó la muerte de manera instantánea. No medió acción ni omisión de la Policía Nacional; por el contrario, se trató de un hecho completamente aislado, que sobrepasó todos los límites de precaución y diligencia adelantada por parte de los uniformados; y (iii) la entidad demandada actuó de manera diligente, lo que se demuestra con el hecho de que los agentes pasaron inadvertidos en una zona de alto riesgo, al intentar que se camuflaran entre los civiles para brindarles mayor protección en el cumplimiento de su misión. Entre menos evidentes fueran los operativos en esa zona, mayor probabilidad tenían los agentes de salir bien librados. Por eso, el comandante al dar la orden previo que los agentes se vistieran de civiles, viajaran en un vehículo con apariencia de ser particular y no permitió el uso de armas de dotación oficial, porque estas son la mayor evidencia de su condición, dado que los subversivos las reconocen muy bien y no permitió el acompañamiento de escoltas, porque esa situación generaba un riesgo mayor para el cumplimiento de la misión encomendada. 

Advirtió que, de acuerdo con lo narrado por los testigos, los insurgentes dispararon contra el vehículo, no con el propósito de lesionar a sus ocupantes, sino para lograr que se detuviera, con tan mala fortuna que el agente recibió el disparo en la cabeza. De no haber sido así, aquellos habrían disparado contra los demás ocupantes del vehículo; pero, en cambio, los dejaron continuar su camino, por haberse presentado como civiles. Por lo tanto, debe concluirse que la muerte del agente Gómez Parra constituyó un hecho aislado e indiscriminado, y no a la imprevisión de la administración. 

Finalmente, adujo que el daño se produjo como consecuencia de los riesgos que asumió el agente al ingresar al servicio. No se demostró que se hubiera sometido al agente Gómez Parra a un riesgo superior al que asumió el agente Roberto Quintero Siachoque, dado que los dos se encontraban en igualdad de condiciones, para el cumplimiento de su servicio, que de no haber mediado ese imprevisto, se habría cumplido sin novedad, conforme a lo planeado. 

5. Del término concedido en esta instancia para presentar alegaciones solo hizo uso la parte demandante (f. 172-176 c-1), quien solicita que se modifique la sentencia impugnada, en relación con el descuento de las prestaciones reconocidas a la cónyuge e hijos del fallecido, porque, según el a quo, la indemnización y las prestaciones sociales no son susceptibles de acumulación. Señaló que había sido esta misma Corporación al desatar un recurso de súplica, la que unificó la jurisprudencia en el sentido de escindir claramente los pagos efectuados por la administración a título de compensación de carácter prestacional laboral, de los realizados a título de indemnización plena y ordinaria, porque se trata de obligaciones jurídicas con una fuente distinta. En el caso concreto, se ha establecido la obligación del Estado de reparar los perjuicios a los demandantes, en tanto le es atribuible, a título de falla del servicio, el daño antijurídico que estos sufrieron, por lo que tienen derecho a una indemnización plena, asunto de génesis diversa es el relacionado con las obligaciones de índole laboral a cargo del Estado.  

6. De otra parte, cabe advertir que en este proceso, el recurso de apelación presentado oportunamente por la entidad demandada no fue anexado al expediente, sino que se extravió en la secretaría del Tribunal, “debido al largo receso que hubo en la prestación del servicio, por el cierre de términos extraordinarios en el Tribunal Administrativo de Boyacá, con ocasión del proceso de sistematización de que fueron objeto los expedientes que allí se tramitan, así como el cambio de sede de las dependencias de la secretaría del Tribunal, volviéndose a dar atención al público el día 23 de marzo, fecha en que se presentó el memorial de marras, es decir, cuando la organización de la citada dependencia apenas se estaba implementando”, según el informe presentado por el oficial mayor (f. 155 c-1). 

Pero entre la fecha de notificación de la sentencia y el hallazgo del escrito de apelación, el Tribunal expidió las copias con destino a las partes y los oficios pertinentes, con destino a la Procuraduría y a la Dirección General de la Policía. Por su parte, el Director Administrativo y Financiero de la Policía Nacional expidió la Resolución 0255 de 19 de julio de 2004, mediante la cual dio cumplimiento a la sentencia. El valor de la condena fue consignado al apoderado que estaba representando a las partes, según lo que él mismo manifestó en los oficios que remitió al a quo y a la Policía Nacional. El 29 de octubre de 2004, el Director Administrativo y Financiero de la Policía expidió la Resolución 0486, mediante la cual revocó la 0255 (toda esta actuación obra en cuaderno separado, sin foliar). 

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales de la acción

Previo a analizar el fondo del presente asunto, resulta pertinente pronunciarse sobre la competencia de esta Corporación, la procedencia de la acción, la legitimación en la causa y la caducidad.
1.1. Competencia de la Sala

Por ser la demandada una entidad estatal, el presente asunto es de conocimiento de esta jurisdicción, de acuerdo con el artículo 82 del Código Contencioso Administrativo. Además, la Sala es competente para resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda, determinada en razón de la mayor de las pretensiones, que fue fijada en la demanda en más de $50.000.000, suma que supera la exigida para el efecto por aquella norma
.

1.2. Procedencia de la acción 

La acción de reparación directa es la procedente para resolver el conflicto planteado, dado que lo que se pretende es la indemnización de los perjuicios sufridos por la cónyuge y los parientes del agente de la Policía Jaime de Jesús Gómez Parra, quien falleció mientras cumplía una misión oficial, como consecuencia de la lesión producida por arma de fuego, daño que se atribuye a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional. 

1.3. Legitimación en la causa
Los demandantes están legitimados en la causa, toda vez que alegan haber sido afectados con los hechos que se considera causantes del daño, esto es, la muerte del agente de la policía Jaime de Jesús Gómez Parra, porque la víctima era su cónyuge, hijo, padre y hermano, respectivamente, hechos que se encuentran acreditados en el expediente, como se indicará más adelante, y a partir de los cuales se infieren los perjuicios sufridos por aquellos. En relación con la entidad demandada –Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-, su legitimación se deriva de la atribución de responsabilidad que se le hace en la demanda, al señalar que el daño, causado por terceros, se produjo como consecuencia de la falla en el servicio en la que incurrió la entidad.   

1.4. La demanda en tiempo

Dado que las pretensiones formuladas en ejercicio de la acción de reparación directa están orientadas a obtener la indemnización de los perjuicios sufridos por la demandante como consecuencia de la muerte del agente de la policía Jaime de Jesús Gómez Parra, hecho ocurrido el 12 de febrero de 1998. Por lo tanto, la demanda presentada el 13 de septiembre de 1999, lo fue dentro de los dos años previstos en el numeral 10 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, tal como fue modificado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998. 

2. Hechos probados

2.1. El señor Jaime de Jesús Gómez Parra falleció el 18 de febrero de 1998, en el municipio de Socotá, Boyacá, según consta en el registro civil de defunción (f. 10 c-1).

2.1. El señor Jaime de Jesús Gómez Parra estaba casado con la señora Mery Zoraida Estupiñán. Así se acreditó con la copia del registro civil del matrimonio (f. 12 c-1). Era padre de los señores Zoraida Lisseth, Edgar Ferney, Carlos Arturo y Jaime Yesidt Gómez Estupiñán. Así consta en los registros civil de su nacimiento (f. 13-16 c-1). Sus padres eran los señores Luis Gabriel Gómez López y Rosa Elena Parra Pérez, tal como consta en el registro civil de su nacimiento (f. 12 c-1). Los señores Gloria Estela, Blanca Aurora, Luis Enrique y Ana Victoria Gómez Parra eran sus hermanos, lo cual se infiere del hecho de que en los registros figuran también como hijos de los señores Luis Gabriel y Rosa Elena (f. 5-8 c-1). 

2.3. La muerte del señor Gómez Parra le produjo a su familia perjuicios materiales y morales, lo cual no solo se infiere del hecho del parentesco y de la relación conyugal, sino también del testimonio de los señores Héctor Manuel Sandoval Briceño (f. 60-62 c-2), Albeiro Martínez Bosiga (f. 62-65 c-2) y Ovidio Martínez Pérez (f. 66-70 c-2), quienes aseguraron conocerlo por ser sus vecinos, amigos o compañeros de labores y, por eso, constarles la existencia del afecto que se profesaba mutuamente la familia y el hecho de que este era quien atendía al sostenimiento de su cónyuge e hijos, por lo que ante su pérdida, sus hijos no pudieron seguir adelantando sus estudios. 

2.4. El señor Jaime de Jesús Gómez Parra prestó el servicio militar obligatorio entre el 9 de mayo de 1977 y el 30 de abril de 1979. Posteriormente, ingresó como agente alumno de la Policía a partir del 20 de enero de 1983, y desde el 1º de agosto de ese año fue nombrado como agente de la Policía. Así consta en su hoja de vida (c. 4, sin foliar). Para el momento de los hechos se desempeñaba como “jefe de servicios varios del cuarto distrito de policía Duitama”, según oficio expedido por el comandante de ese distrito (f. 1-2 c-3). 

2.5. El señor Jaime de Jesús Gómez Parra falleció “en actos especiales del servicio”, según consta en el informe prestacional por muerte, suscrito por el comandante del departamento de policía Boyacá (f. 44 c-2), cuya motivación fue la siguiente:

El día 120998 a las 12:30 horas aproximadamente, en la vía que del Cardón conduce a Duitama en el sitio denominado los PINOS, jurisdicción del municipio de Socotá, cuando se movilizaban en el vehículo camión color blanco, de siglas 08-629, de propiedad de la Policía Nacional resultó muerto el señor AG. GÓMEZ PARRA JAIME DE JESÚS y salió ileso el señor PT. QUINTERO SIACHOQUE ROBERTO, al ser atacado el vehículo con armas de fuego (fusiles y carabinas), por bandoleros, al parecer del 38 frente de las autodenominadas Fuerzas Revolucionarias de Colombia FARC. Los policías se encontraban dando cumplimiento a órdenes emanadas por el comando del cuarto distrito de órdenes emanadas por el comando del cuarto distrito de policía Duitama, consistente en llevar la provisión de ACPM y un electrodoméstico (nevera) y practicar diligencias disciplinarias y administrativas al personal que labora en la estación de policía de Soacha y el Cardon (SV. TORRES AMAYA JOSÉ EUSTAQUIO, AG. GARZÓN WILCHES JOSÉ JAIME). 

2.6. Mediante resolución 248 de 7 de abril de 1998 se reconoció pensión por muerte, indemnización y cesantía definitiva a favor de la cónyuge e hijos del agente Gómez Parra (f. 48-49 c-1). 

3. Problema jurídico

Deberá la Sala establecer si la muerte del agente de la policía Jaime de Jesús Gómez Parra es o no imputable a la entidad demandada, a pesar de haberse demostrado que el hecho fue causado por terceros. 

4. Análisis

4.1. Está probado que el agente Jaime de Jesús Gómez Parra falleció mientras se hallaba cumpliendo una misión oficial, que consistió en trasladarse, junto con el patrullero Roberto Quintero Siachoque, quien para el momento de los hechos se desempeñaba como “jefe de la oficina de asuntos disciplinarios del distrito”, según oficio expedido por el comandante del cuarto distrito de policía de Duitama (f. 1-2 c-3), a la estación de policía de El Cardón a llevar unas provisiones a los agentes que prestaban allí sus servicios. 

Consta en las copias de los folios 179-182 de la minuta de vigilancia de la estación de policía Duitama, que el 12 de febrero de 1998, a las 5:10 a.m. salieron “con destino al Cardón el señor Ag. Gómez Parra y el Pt. Quintero Siachoque, en el camión 629, con el fin de llevar la remesa”.
En el informe de novedad dirigido al comandante del departamento de policía de Boyacá por el comandante del cuarto distrito de policía de Duitama, se precisó cuál fue la orden dada al agente Gómez Parra (f. 12-13 c-3), en estos términos: 

En atención al poligrama No. 022 del 310198 emanado de la estación repetidora El Cardón, se gestionó ante la administración del departamento, mediante poligrama 0186 del 010798 firmado por el señor Mayor JAIRO ORLANDO MARIÑO PINZÓN, comandante del cuarto distrito, el suministro de elementos como combustible y otros propios para el buen funcionamiento de la estación El Cardón y los equipos de comunicaciones que allí existen; el día 110298 se recibió el comunicado de la administración del departamento para que los elementos solicitados fueran reclamados y entregados en la unidad en mención, el agente GÓMEZ PARRA JAIME DE JESÚS fue enviado a cumplir dicha misión en la ciudad de Tunja. Una vez estando listos los elementos en la ciudad de Duitama se programó el viaje a la estación El Cardón para el día 120298, en horas de la madrugada, y se aprovechó la ocasión para que hicieran efectivas dos diligencias disciplinarias y administrativas que se encontraban pendientes a realizar con el señor agente GARZÓN WILCHES JOSÉ JAIME, quien laboraba en la estación El Cardón y señor sargento viceprimero TORRES AMAYA JOSÉ EUSTAQUIO, quien laboraba en la estación Socha, por lo que se encargó al señor patrullero QUINTERO SIACHOQUE ROBERTO, jefe de la oficina de asuntos disciplinarios del distrito para que acompañara al agente GÓMREZ PARRA JAIME DE JESÚS y a la vez diligenciara lo correspondiente. 

En el informe rendido por el agente Roberto Quintero Siachoque al comandante del cuarto distrito de policía de Duitama, narró los hechos en los cuales perdió la vida el agente Gómez Parra, cuando estaba de regreso de la comisión anterior (f. 14-15 c-3), así:

Una vez en la vía y cinco minutos después de haber pasado por el caserío de los Pinos, observamos una fila de piedras a lo ancho de la carretera, obstruyendo la misma, el señor agente conductor disminuyó la marcha del vehículo y atravesó el obstáculo manifestando temer lo peor con las palabras ‘esto es lo que me da miedo’, sucesivamente el vehículo fue atacado indiscriminadamente por individuos que se encontraban mimetizados en la maleza de los alrededores con armamento de largo alcance que destrozaron los vidrios de la cabina del vehículo, acto en el que resultó muerto instantáneamente el señor agente GÓMEZ PARRA JAIME DE JESÚS, a quien uno de los impactos le perforó el cráneo con orificio de entrada, al parecer en la cien y con orificio de salida en la parte frontal derecha de su rostro que lo desfiguró parcialmente. El vehículo continuó su marcha sin control, estrellándose contra un barranco en la parte izquierda de la vía, la tensión y el terror reinó (sic) en el interior de la cabina y las mujeres y el suscrito nos observamos en buen estado, pero el cuerpo del agente GÓMEZ PARRA JAIME DE JESÚS inerme, quedó recostado contra la silla; la sangre y los otros órganos del agente nos cubrieron parcialmente nuestras ropas por el efecto del disparo. Seguidamente fuimos encañonados por individuos que portaban uniformes de uso privativo de la Policía Nacional, y los cuales rodearon el vehículo, quienes nos ordenaron bajar del mismo para a su vez identificarnos y requisarnos, haciéndonos preguntas como: quiénes éramos nosotros, de dónde veníamos y qué parentesco teníamos con el occiso, preguntas que de lógica contestamos tragiversando (sic) la verdad para salvar nuestras vidas, posteriormente, un bandolero, al parecer quien asesinó al agente GÓMEZ PARRA JAIME y quien manifestó literalmente: ‘hijo de puta, si hubiera parado no le hubiera disparado’, y argumentando que el camión era del Ejército, procedió con otro subversivo a bajar el cuerpo del occiso de una forma nefanda propinándole puntapiés y procedió a requisarlo, encontrando en su billetera un seguro del vehículo que lo acreditaba como conductor adscrito a la Policía Nacional. Yo les manifesté que mi nombre era Juan Carlos Salameda Quintero, que era estudiante de derecho y que no portaba documentos en el momento; el subversivo que hablaba con nosotros nos manifestaba que con la gente de civil no se metían y que podíamos seguir nuestro camino; el soldado resultó herido en la balacera y tuve la oportunidad de prestarle primeros auxilios ya que se encontraba herido en su pierna derecha a causa de un disparo que le destrozó la rodilla, a la vez en voz bajo lo anime y le dije que se tranquilizara, que saldríamos bien de este asunto; nuevamente, un guerrillero, de al parecer catorce años, portando fusil galil, le revisó los documentos personales al soldado encontrándole dentro de su billetera una carta escrita al parecer por su novia, en donde se aclara por el mensaje su verdadera identidad. Ese mismo menor me intimidó desafiante, diciéndome: ¿usted es policía, si o no? Y colocándome la trompetilla de su fusil en mi pecho, posteriormente me dijo que yo tenía que quedarme, a lo que no le respondía absolutamente nada. Yo como profesional y en uso de la malicia indígena, busqué la forma de salir con vida del sitio, alejándome poco a poco y disimuladamente. 

En términos similares narraron el hecho ante el funcionario instructor de la policía que adelantaba la investigación administrativa, las señoras María del Carmen Sierra y Flor Elia Gómez Pedroza (f. 18-21 c-3), quienes aseguraron que viajaban en el vehículo conducido por el agente Gómez Parra porque fueron a visitar a los agentes Pedro Mojica Salazar y Tarazona Bonilla, sus respectivos cónyuges, quienes laboraban en la estación El Cardón. Ya de regreso al municipio de Socha fueron acompañados también por el soldado del Ejército Germán Montañés Guaqueta. Cinco minutos después de haber pasado por el caserío Los Pinos, advirtieron una hilera de piedras que obstaculizaban el paso por la vía. “El agente Gómez disminuyó la marcha del vehículo y atravesó el obstáculo manifestando temer lo peor, con las palabras ‘esto es lo que me da miedo’, sucesivamente el vehículo fue atacado indiscriminadamente por individuos que se encontraban mimetizados en la maleza de los alrededores con armamento de largo alcance que destrozaron los vidrios de la cabina del vehículo, acto en el que resultó muerto instantáneamente el agente GÓMEZ PARRA JAIME DE JESÚS” (f. 18). Agregaron que el vehículo continuó la marcha sin control, para irse a estrellar contra un barranco, momento en el cual fueron rodeados por varios hombres, vestidos con prendas de uso privativo, quienes los interrogaron y ellos, por obvias razones, no respondieron con la verdad. Añadió que el hombre que le había disparado al agente manifestó: “hijo de puta si hubiera parado no le hubiera disparado” y, además, los autorizó a seguir su camino, porque manifestó que ellos no se metían con la gente civil. Aclaró que el soldado fue herido en la pierna izquierda.

El agente José Aled Rubio Méndez fue el encargado de recoger el cadáver de su compañero en el sitio de los hechos. Manifestó que al llegar al lugar advirtió que el cuerpo se hallaba a unos seis metros del sitio donde se hallaba el camión; que en el lugar había entre 30 y 40 hombres armados, vestidos con prendas de uso privativo de la fuerzas armadas, pero que desconocía si eran miembros del Ejército o guerrilleros, quienes le manifestaron que el levantamiento del cadáver solo podía ser practicado por la Fiscalía, el CTI o la SIJIN; sin embargo, unos 20 minutos después lo autorizaron a llevar el cuerpo sin vida del agente Gómez Parra (f. 17 c-3). 

4.2. La muerte del agente Gómez Parra se atribuye a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, a título de falla del servicio, porque se afirma que por las condiciones en las que se ordenó cumplir la misión se expuso al agente a un riesgo que no estaba en el deber de asumir. 

Ha considerado la Sala que las personas que ejercen funciones de alto riesgo relacionadas con la defensa y seguridad del Estado, como los militares y los agentes de policía, deben soportar los daños que constituyan materialización de los riesgos inherentes a la misma actividad y que sólo habrá lugar a su reparación integral cuando la causa de los mismos sea constitutiva de falla del servicio
, o cuando se somete al funcionario a un riesgo excepcional, diferente o mayor al que deban afrontar sus demás compañeros. En todo caso, el funcionario y quienes hayan sufrido perjuicio con el hecho tendrán derecho a las prestaciones e indemnizaciones previamente establecidas en el ordenamiento jurídico (a forfait)
. 

De acuerdo con los informes oficiales relacionados con la ocurrencia del hecho, a los cuales se hizo referencia, el agente de la policía Gómez Parra fue enviado por sus superiores jerárquicos, en compañía del patrullero Roberto Quintero Siachoque, a llevar provisiones a la estación del Cardón, vestido de civil, en un vehículo con apariencia de ser privado, sin armas de dotación oficial ni escolta.  

En la declaración que rindió en el proceso el señor José del Carmen Camacho Galvis (f. 56-60 C-2), manifestó que para la época de los hechos se desempeñaba como comandante de la policía de Duitama, por lo que tenía conocimiento de que en el mismo sitio donde ocurrió la muerte del agente Gómez Parra, se había producido dos o tres años atrás un ataque a una caravana integrada por tres vehículos debidamente armados y equipados, hecho en el cual fallecieron 7 agentes. 

También aseguró que conocía al agente Gómez Parra desde hacía diez años, porque fue su subalterno; que él era un servidor de mucha confianza, conducía los carros del comando y la camioneta en la que fue atacado, y le faltaba poco para salir pensionado. Agregó que si bien “uno no está obligado a cumplir misiones de imposible cumplimiento, o de esa peligrosidad, porque está exponiendo su vida y la de los demás, con los antecedentes que describí anteriormente, lo que ocurre es que como era una persona muy colaboradora, él nunca se negaba a cumplir una orden”. También manifestó que el hecho de que se le enviara a cumplir la misión sin vestir el uniforme constituía una irregularidad, porque las misiones que se debían cumplir de civil estaban a cargo de otros organismos, como la SIJIN u otras secciones de inteligencia; además, el hecho de no llevar arma de dotación lo exponía a riesgos mayores. Todo ello, sin dejar de advertir que por las misiones  que le correspondía adelantar, era de conocimiento general que él era de la policía. 

En la decisión adoptada por el subcomandante del Departamento de Policía de Boyacá, el 19 de mayo de 1998, en la investigación administrativa adelantada con el fin de establecer la presunta responsabilidad de los servidores estatales por la muerte del agente Jaime de Jesús Gómez Parra se resolvió cesar todo procedimiento (f. 49-61 c-3), por considerar que el hecho obedeció a un caso fortuito o fuerza mayor: 

El servicio de policía es el control que la Policía Nacional ejerce en las áreas determinadas, de acuerdo a las necesidades, características, idiosincrasia, actividades de los habitantes y tipo de delincuencia imperante en cada una de ellas obedece a un planeamiento y a una organización dada por las leyes, decretos y circulares, no puede dejarse al azar.

Pare el día 12 de febrero de 1998, de acuerdo a órdenes impartidas por el comandante del cuarto distrito de policía Duitama, en atención al poligrama No. 022 del 310198 emanado de la estación de policía El Cardón, se gestionó ante la administración del departamento mediante poligrama No. 0186 del 010298 firmado por el señor MY. JAIRO ORLANDO MARIÑO PINZÓN, comandante del cuarto distrito, el suministro de elementos como combustible (A.C.P.M.) y otros propios para el buen funcionamiento de la estación de marras y los equipos de comunicaciones que allí existen; el día de hoy 110298 se recibió el comunicado de la administración del departamento para que los elementos solicitados fueran reclamados y entregados en la unidad enunciada a lo cual el agente GÓMEZ PARRA JAIME DE JESÚS fue enviado a cumplir dicha misión.

(…)

[A]cá las cosas sí se dan en sus presupuestos necesarios para configurar la Fuerza Mayor o Caso Fortuito, además, se configura la falta de culpabilidad del presunto encartado, ya que el hecho, por la sorpresa relámpago que se presentó no fue posible evitarla, dadas las condiciones en las que fue atacado por los facinerosos el camión policial de siglas 08-629, dando de baja a su conductor, el agente GÓMEZ PARRA JAIME DE JESÚS (…), cuando ya regresaba de cumplir una misión de servicio a la estación de policía El Cardón, el día 12 de febrero de 1998, siendo las 12:30 horas aproximadamente. 

Por las mismas razones, el comando del departamento de policía Boyacá, confirmó la decisión, mediante resolución de 11 de julio de 1998 (f. 79-90 c-3). 

4.3. Considera la Sala que las circunstancias en las cuales se envió al agente a prestar sus servicios no constituyen en sí mismas una falla del servicio. El hecho de que el agente fuera desarmado o sin escolta de otros miembros de la Policía fue una estrategia adoptada por la institución con el fin de que los agentes pasaran inadvertidos ante los grupos subversivos, opción que, antes bien, permitió al patrullero Roberto Quintero Siachoque salvar su vida. 

Del testimonio rendido por las señoras María del Carmen Sierra y Flor Elia Gómez Pedroza y del patrullero Roberto Quintero Siachoque se concluye que la muerte del agente Jaime de Jesús Gómez Parra, causada por los hombres armados y uniformados que al parecer hacían parte de un grupo subversivo, no tuvo como motivación el hecho de que él fuera agente de la policía, sino el de no haber detenido su marcha al encontrarse con el obstáculo que estos habían dejado sobre la vía. Por lo tanto, no hay lugar a inferir que el hecho de que este no portara el uniforme oficial hubiera tenido una incidencia negativa en el resultado. 

Por el contrario, la carencia de dicho uniforme y de arma de dotación, así como el hecho de viajar en un vehículo con apariencia de ser particular fueron circunstancias que permitieron al patrullero Roberto Quintero Siachoque hacerse pasar por un estudiante de derecho, ocultando su pertenencia a la policía nacional. Él mismo narró que el autor del disparo que segó la vida del agente Gómez Parra le manifestó “que con la gente de civil no se metían y que podíamos seguir nuestro camino”, lo cual demuestra que las instrucciones dadas por los superiores jerárquicos del comandante del cuarto distrito de policía de Duitama fueron acertadas. 

La carencia de armas de fuego de dotación oficial a los miembros de la comitiva oficial tampoco incidió negativamente en la producción del daño. De acuerdo con el desarrollo de los acontecimientos, descrito por quienes lo padecieron, el ataque de los presuntos subversivos fue sorpresivo y no tenía propósito distinto al de detener el vehículo, por lo que no resulta posible afirmar que la víctima y el patrullero Quintero Siachoque hubieran tenido la posibilidad de evitar el daño sufrido por el primero, de haber llevado estos armas de dotación.  

En cuanto al acompañamiento de escoltas, tampoco puede asegurarse en abstracto cuál era el número de agentes que debió integrar la caravana, gracias a los cuales se hubiera evitado el daño. Debe tenerse en cuenta que de acuerdo con el testimonio rendido por el señor José del Carmen Camacho Galvis (f. 56-60 C-2), en el mismo sitio donde ocurrió la muerte del agente Gómez Parra, se había producido dos o tres años atrás un ataque a una caravana integrada por tres vehículos debidamente armados y equipados, hecho en el cual fallecieron 7 agentes. De lo anterior se infiere que la estrategia de desplazarse en un grupo mayor no necesariamente garantiza la protección de los agentes que deban cumplir una misión. 

En síntesis, de acuerdo con lo probado en el expediente, el daño sufrido por el agente Gómez Parra fue causado por tercero, sin que el mismo sea atribuible a la entidad demandada, en cuanto no pueden juzgarse a priori como constitutivas de falla del servicio las instrucciones dadas al agente para desplazarse vestido de civil, sin portar armas de dotación, en un vehículo con apariencia de particular y solo acompañado por un patrullero inerme. 

Cabe señalar que no corresponde a la Sala determinar cuáles eran las instrucciones idóneas que debieron impartirse al agente Gómez Parra para el cumplimiento de la misión encomendada, por cuanto esas decisiones son de la esfera exclusiva de quienes comandan las operaciones de protección y defensa de las personas. Lo que sí corresponde a la Sala es juzgar a posteriori la idoneidad de esas instrucciones, teniendo en consideración las circunstancias particulares del caso, acreditadas en el proceso y, como ya se señaló, en este quedó demostrado que el ocultamiento de la pertenencia a la institución armada, redujo de mejor forma los riesgos a los que quedaban expuestos los agentes Gómez Parra y Quintero Siachoque al cumplir la orden de desplazarse desde Duitama hasta la estación El Cardón y es que, se insiste, por la manera en la que se adelantó el cumplimiento de esa misión, se minimizaron a tal punto dichos riesgos que gracias a esas medidas pudo salvar su vida el patrullero Quintero Siachoque, sin que, por otra parte, el porte de los elementos que se echan de menos hubiera podido evitar la muerte de su compañero. 

En consecuencia, la muerte del agente Gómez Parra se produjo en nexo con el servicio que estaba prestaba en la Policía Nacional y corresponde a la materialización de los riesgos que la víctima había asumido voluntariamente, sin que se hubiera demostrado en el proceso que la entidad demandada lo sometió a riesgos superiores a aquellos que debían enfrentar las personas que desempeñaban idéntica labor. Es decir, no está probada la falla del servicio que se imputa a la entidad demanda y, en consecuencia, la sentencia proferida por el Tribunal a quo será revocada y, en su lugar, se negarán las pretensiones de la demanda. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA   

Primero: REVÓCASE la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Boyacá, el 12 de febrero de 2004 y, en su lugar, NIÉGANSE las pretensiones de la demanda.  

Segundo: SIN CONDENA EN COSTAS.   

Tercero: DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

Presidenta

RAMIRO PAZOS GUERRERO 

DANILO ROJAS BETANCOURTH
�� La corrección de la demanda consistió en aportar los poderes presentados por los señores Luis Enrique y Ana Victoria Gómez Parra, con constancia de diligencia de presentación personal.


� En vigencia de Decreto 597 de 1988, la cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción de directa en el año de 1999 tuviera vocación de segunda instancia ante esta Corporación era de $18.850.000. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 26 de mayo de 2010, exp. 19 900, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.





� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 5 de diciembre de 2006, exp, 20 621 M.P. Ruth Stella Correa Palacio y de 10 de agosto de 2005, exp, 16.205, C.P. María Elena Giraldo Gómez. 





